PROYECTO DE COMUNICACION

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado, que  la Cámara de Diputados de la Nación, solicite informes a la Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación por la falta de prestaciones médicas, a los afiliados de la Obra Social Bancaria “Solidaridad”, de la ciudad de Santa Fe desde el mes de septiembre de 2005. 

Señor Presidente:

La Obra Social Bancaria de la ciudad de Santa Fe, se encuentra sin prestaciones médicas desde el mes de septiembre de 2005 , según informara la Asociación Bancaria a través de los distintos reclamos efectuados ante la Defensoría del Pueblo de la Nación y la Superintendencia de Servicios de Salud del Ministerio de Salud de la Nación.

Esto es así más allá de las aseveraciones de la prestadora zonal a través de su gerente Dr Ricardo Gueseloff, quién afirma que la atención a la Obra Social Bancaria se desarrolla normalmente en toda la red.

Estas aseveraciones han sido desmentidas mediante acta notarial de fecha 09/11/05 realizadas por la escribana Laura De Greef Registro ,de la ciudad de Santa Fe Nº 250 /quién ha acreditado  fehacientemente el incumplimiento de los servicios de salud a cargo de la gerenciadora local, en la prestación de salud para los afiliados a la Asociación Bancaria.

El corte de los servicios obliga a los afiliados a la obra social bancaria, a recurrir a los efectores públicos, que de por si se encuentran colapsados, agravando la demanda hacia estos efectores  por estos días incrementada, por la crisis recurrente y corte de servicios que aflige al Pami.

Estos dos importantes sectores sociales, ven así afectada su salud, tanto en lo preventivo como en la urgencia, generando incertidumbre y zozobra entre sus afiliados, ya que la no vigencia efectiva de sus respectivas coberturas, genera malestar que indudablemente incrementa las posibilidades de enfermedad.

El reaseguro, que implica tener acceso garantizado a los servicios de salud, más allá de ser una conquista social, largamente garantizado, a las obras sociales, implican derechos  que el Estado debe garantizar, independientemente de los circunstanciales conflictos, ocasionados por los intereses que convierten a la salud en un negocio, y a los afiliados rehenes de las prácticas mercantilistas de quienes se convierten en mercaderes de la problemática salud-enfermedad.

La resolución justa, razonable, equitativa y rápida, de estos verdaderos conflictos sociales, deben constituirse en prioridad, en la regulación, intervención  y  resolución por parte del Estado.

Por ello es que solicito a mis pares, acompañen con su firma el presente pedido de comunicación.

